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Resumen: Este trabajo se propone examinar o verificar en qué medida la teo-
ría de Dworkin sobre la interpretación constitucional brinda al intérprete he-
rramientas eficaces para garantizar algún grado de objetividad en sus conclu-
siones. Este análisis arroja dos conclusiones fundamentales, una concordante 
y otra crítica. La conclusión concordante consiste en reafirmar con Dworkin 
que toda tarea interpretativa contiene una dosis inevitable de creación. En este 
sentido, podríamos decir que no hay casos difíciles y casos fáciles, sino casos 
más difíciles que otros. La conclusión crítica se vincula, no tanto con el con-
cepto de Derecho como interpretación que propone Dworkin, cuanto con la teo-
ría de la justicia desde la cual Dworkin pretende justificar y dotar de objetivi-
dad al Derecho. Esta justificación echa por tierra su rechazo a la "discreción 
irrestricta en la aplicación del Derecho a casos difíciles" o, en otras palabras, 
su anhelada búsqueda de objetividad en la interpretación en general, y en la 
interpretación constitucional en particular. Y echa por tierra la objetividad por 
una razón muy simple: Dworkin no es, propiamente hablando, un "objetivis-
ta". Y no lo es porque no quiere serlo. Y no quiere serlo, porque, "no quiere 
asumir los costos" de una crítica consistente al positivismo frente a un audito-
rio pluralista desde el punto de vista ético. 
Sumario: 1. Introducción, 2. El derecho como práctica interpretativa y la in-
terpretación como creación, 2.1. El "Derecho como integridad", 2.2 . Los lími-
tes de la creación: Los juicios preinterpretativo y de encaje, 2.3. La coherencia 
es una opción d~l intérprete, 3. La lectura moral de la Constitución, 4. Dificul-
tades en la aplicación práctica de una lectura moral "liberal" de la Constitu-
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ción, 4.1. Objeción conceptual a la lectura moral de la constitución, 4.2. Obje-
ciones epistemológica y política a la lectura moral de la constitución, 5. Las ra-
íces de la discreción irrestricta. 
1. INTRODUCCIÓN 
La interpretación constitucional ha sido, sin discusión, uno de 
los topoi iusfilosóficos más transitados durante los últíinos años, 
en buena medida como consecuencia del influjo de un nuevo 
modo de pensar la Constitución y sus múltiples funciones en la 
vida social. Ronald Dworkin ha sido uno de los autores que más 
se ha dedicado al tema, intentando, entre otras cosas, conciliar la 
necesidad de una cierta objetividad o intersubjetividad que per-
mita "tomarse en serio" a la Constitución y a los derechos, con la 
existencia de una sociedad con una gama amplísima de "concep-
ciones comprehensivas razonables", por emplear la conocida ex-
presión rawlsiana. La finalidad de este trabajo consiste en poner 
de relieve las líneas de fuerza del intento de Dworkin, y en-desta-
car dentro de ellas aquellos aspectos de la propuesta que resultan 
más rescatables o sugerentes, y los menos sólidos. Se intentará, 
en particular, examinar o verificar en qué medida la teoría de 
Dworkin sobre la interpretación constitucional brinda al intérpre-
te herramientas eficaces para garantizar algún grado de objetivi-
dad en sus conclusiones. 
Esta indagación podría encararse de múltiples maneras. Una 
opción perfectamente legítima sería abordar el tema siguiendo 
fielmente su desarrollo histórico, desde los primeros artículos, 
como The Model of Rules o Social Rules and Legal Theories, lue-
go reunidos en Los Derechos en serio 1,. hasta sus últimas expre-
siones, en los trabajos más recientes del autor, como, por citar al-
guno, Judges New Role: Should Personal Convictions Count?2. 
1. Cfr. las referencias de la nota 5. 
2. Journal of International Criminal Justice, 1 (ApriI2003) , 4. 
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Esta alternativa no se asumirá aquí por distintos motivos de los 
cuales interesa ahora detenerse en uno: esta exposición no preten-
de plantear una posible genealogía, por así llamarla, del pensa-
miento del autor. No se trata de estudiar minuciosamente las raíces 
de la obra intelectual de Dworkin y sus sutiles o drásticas modifi-
cacionés, según el caso, a lo largo del tiempo. Se trata, más bien, 
de lo siguiente: de poner a prueba una tendencia muy difundida 
en nuestros tiempos, de la cual Dworkin es un representante pa-
radigmático: la tendencia a tomar una postura crítica del "positi-
vismo", sin asumir en toda su extensión los presupuestos episte-
mológicos en que se asienta esta crítica. 
La postura crítica que asume Dworkin respecto del positivis-
mo se manifiesta, por lo menos, en las siguientes tesis: (a) la dis-
tinción entre deréchos "morales" y derecho "legales" , otorgando 
a los derechos "morales" tanto status jurídico como a los segun-
dos; (b) la negación de la suficiencia de criterios puramente for-
males, como la regla de reconocimiento de Hart, para la determi-
nación de la validez del Derecho; (c) la consecuente corrección 
de metodologías de interpretación permeables a la entrada de 
criterios sustanciales o materiales en el Derecho; (d) la negación 
de la discreción irrestricta en la solución de los llamados "casos 
difíciles" o, en un lenguaje más clásico, lagunas del Derech03 • 
De todos estos puntos este estudio se centrará en los dos últimos: 
la descripción de la interpretación como una tarea creativa, donde el 
Juez incorpora criterios que no pueden ser reconocidos "mecánica-
mente" a través de las llamadas reglas de reconocimiento; y la ne-
gación de la discreción irrestricta en la solución de casos difíciles. 
3. Cfr. sobre estos puntos, especialmente, Taking Rights Seriously, Duch-
worth, Londres, 1977, caps. 1 a 4 (aquí se utilizará la siguiente traducción de 
esta obra: Los derechos en serio, GUASTAVINO, M. (trad.), 1984, Ariel, Barcelo-
na, que en lo que sigue se citará con las siglas LDS); A Matter of Principie, 
Clarendon Press, Oxford, 1985, caps. 1 a 7 (en lo que sigue se citará con las si-
glas AMP); y Law's Empire, Cambridge Mass, Harvard University Press, Cam-
bridge, 1986, caps. 1 y 2 (en lo que sigue se citará con las siglas LE). 
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Conviene adelantar desde ahora que, en términos generales, se com-
parte aquí la formulación descriptiva de estas críticas al positivismo 
que propone Dworkin. A nuestro criterio, las aporías en la propues-
ta del autor no se manifiestan tanto en la descripción del Derecho 
como una práctica interpretativa, y en la descripción de la interpre-
tación como un razonamiento moral, además de técnico, sino, prin-
cipalmente, en la justificación ética de esta descripción. Esto es, en 
la teoría moral que, a juicio de Dworkin, justifica al Derecho como 
"práctica interpretativa" , y justifica a la interpretación como un que-
hacer "moral". Esta justificación echa por tierra su rechazo a la "dis-
creción irrestricta en la aplicación del Derecho a casos difíciles" o, 
en otras palabras, su anhelada búsqueda de objetividad en la inter-
pretación en general, yen la interpretación constitucional en parti-
cular. Y echa por tierra la objetividad por una razón muy simple: 
Dworkin no es, propiamente hablando, un "objetivista". Y no lo es 
porque no quiere serlo. Y no quiere serlo, porque, "no quiere asumir 
los costos" de una crítica consistente al positivismo frente a un au-
ditorio pluralista desde el punto de vista ético. 
Se abordará, entonces, una breve descripción de las dos tesis 
"no-positivistas" mencionadas: la interpretación creativa y la nega-
ción de la discreción judicial irrestricta. En segundo lugar, se des-
cribirá la justificación ética que Dworkin propone para el Derecho, 
desde la cual los jueces deberían "crear" el Derecho en su rol de in-
térpretes constitucionales. En tercer y último lugar, se intentará ex-
plicar de qué forma esta justificación hace un flaco favor a la pre-
tensión de Dworkin de objetivar la interpretación constitucional. 
2. EL DERECHO COMO PRÁCTICA INTERPRETATIVA 
Y LA INTERPRETACIÓN COMO CREACIÓN 
2.1. El "Derecho como integridad" 
Entre los años 1967 y la publicación de Taking Rights Se-
riously en 1977, Dworkin sentó las bases de su propia concepción 
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del Derecho al hilo de su crítica al positivismo jurídico, enraiza-
da en la ya clásica distinción entre principios y reglas, y en la 
amenaza que esta distinción representaría para al menos tres ca-
racteres supuestamente nucleares del positivismo: la existencia y 
efectividad de una "regla de reconocimiento" para testear la vali-
dez de las normas jurídicas; el poder de los jueces para decidir 
con absoluta discrecionalidad los llamados "casos difíciles"; y la 
separación entre el Derecho y la Moral en la aplicación e inter-
pretación del Derech04 • En el año 1986, con la publicación de La-
w's Empire, Dworkin reúne estas críticas en una visión unitaria y 
construye una propuesta alternativa al iuspositivismo, que deno-
mina "el Derecho como integridad"5. 
En lo que aquí interesa, Dworkin señala que las exigencias que 
denominamos "jurídicas" y que englobamos bajo el concepto de 
"Derecho", son el resultado de una práctica social interpretativa, 
constructiva y creativa6 • 
El Derecho es una práctica social interpretativa porque cada uno 
de sus participantes (los legisladores, los jueces, los abogados, los 
ciudadanos en general) desempeña su rol específico en la práctica a 
través de actos interpretativos, esto es, a través de actos mediante 
4. Los trabajos más trascendentes de esta época fueron los siguientes: "The 
Model of Rules", University of Chicago Law Review, XIV (1967), reimpreso en 
LDS, cap. 2; "Social Rules and Legal Theory", The Yale Law Journal, LXXXI 
(1972),855, reimpreso enWS, cap. 3; y "Hard Cases",Harvard Law Review, 88 
(1975),1057, reimpreso en WS, cap. 4. Entre los años 1978 y 1983 Dworkin res-
pondió a las réplicas que esta crítica generó, en una serie de artículos que fueron 
reimpresos en los primeros siete capítulos de AMP. Sobre la polémica con Hart 
cfr., a título de ejemplo, SOPER, E. Ph., "Legal Theory and the Obligation of a 
Judge: The Hart/Dworkin Dispute", en Ronald Dworkin & Contemporary Juris-
prudence, Cohen, M., ed., Duckworth, London, 1984, pp. 3-27; así como el resu-
men que ofrece el propio Hart de esta polémica en el Postcriptum de HART, 
H.L.A., The Concept of Law, Clarendon Press, Oxford, 1994, pp. 238-276. 
5. Cfr. sobre la cualificacion del "Derecho como integridad" como una 
concepción interpretativa del Derecho, LE, pp. 225-227. 
6. Cfr. idem, pp. 47-48. 
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los cuales atribuyen un sentido [purpose] tanto a cada una de las exi-
gencias concretas de la práctica, como a la práctica en su conjunt07 • 
Es una práctica interpretativa constructiva, porque el conjunto 
de los mandatos que denominamos "Derecho" se construye, no 
solamente en los actos específicamente orientados a la creación 
del Derecho, como la sanción de normas, sino también en el res-
to de los actos a través de los cuales se participa del Derecho: esto 
es, en la aplicación y en la obediencia de sus normas. En otras pa-
labras, mediante la participación en la práctica social "Derecho" 
se construye la misma práctica de la cual se participa. El Derecho 
es, finalmente, una práctica interpretativa creativa, porque en la 
interpretación constructiva de las exigencias jurídicas los actores 
no utilizan un procedimiento lógico avalorativo, que sólo sirve 
para explicitar lo que está implícito en este material, sino que re-
crean estas exigencias desde su propio universo axiológic08 • 
La interpretación no es para Dworkin, en sín tesis, un presu-
puesto de la aplicación del Derecho, que pueda separarse existen-
cialmente de la creación o de la obediencia. Antes bien, la inter-
pretación es la esencia del fenómeno social que denominamos 
"Derecho", e impregna toda su dinámica: la creación, la aplica-
ción y la obediencia. Dworkin se opone así a lo que él denomina 
la tesis "canónica" del Derecho, según la cual el Derecho se crea-
ría a través de actos institucionales perfectamente identificables 
en el tiempo y en el espacio, tales como la sanción de una norma 
o el dictado de un precedente, y, sobre todo, perfectamente diso-
ciables de la aplicación y obediencia del Derech09 • 
Ahora bien, ¿qué juzga propiamente cada actor jurídico al mo-
mento de interpretar al Derecho, ya sea con el fin específico de 
crear una nueva norma, de aplicarla o de obedecerla? ¿Qué tienen 
en común todos estos actos interpretativos? En toda interpreta-
7. Cfr. ibid. 
8. Cfr. idem, pp. 49-53. 
9. Cfr. idem. pp. 31-35. 
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ción constructiva y creativa, explica más detalladamente Dwor-
kin, confluyen, al menos, cuatro juicios. En primer lugar, un jui-
cio preinterpretativo [preinterpretative stage], a través del cual 
cada participante decide qué exigencias pertenecen a la práctica y 
cuáles no, e identifica el material que debe interpretar. Con el jui-
cio preinterpretativo se distinguen las reglas jurídicas de las re-
glas religiosas, o de las reglas de urbanidad, por ejemplo. 
En segundo lugar, un juicio de justificación general [general 
justification], con el cual se asigna el objeto o fin a las exigencias 
de la práctica -en nuestro caso, a la exigencias jurídicas-o En este 
estadio, el intérprete se pregunta por las razones que legitiman a 
la práctica en su conjunto y la toman razonable. Este juicio se en-
cuentra limitado por el tercer juicio, el juicio de encaje o acomo-
damiento [fit] , con el cual se constata que la justificación global 
de la práctica elegida en el juicio justificativo ofrece una explica-
ción aceptable de la práctica. Este juicio invalidaría, por ejemplo, 
la interpretación de que en una monarquía republicana como la 
española, o la inglesa, el único y excluyente fin justificativo del 
Derecho es la salvaguarda de la voluntad del Rey. Finalmente, y 
en cuarto lugar, con el juicio de ajuste o reforma [reforming sta-
gel se decide cómo una regla debe aplicarse, dejar de aplicarse, o 
reformarse, para que realice en el caso el objeto de la práctica y 
para que muestre a la práctica en su mejor luz 10. 
Un ejemplo quizá aclare un poco estas clasificaciones y sub-
clasificaciones. En un país imaginario, un grupo de habitantes 
que carecen de ciudadanía interpone un recurso jurisdiccional, 
solicitando que el Estado les brinde protección frente a agresio-
10. Cfr. idem, pp. 65-68. Dworkin no habla en rigor de "juicios", sino de 
etapas [stages] de la interpretación. Nos parece sin embargo más apropiado ha-
blar de "juicios" para no dar lugar al posible error de creer que estos juicios se 
suceden en el tiempo unos a otros. Normalmente, aclara Dworkin, los juicios 
confluyen en una mirada única [seeing at once] de las normas que se trata de 
interpretar. Cfr. en este sentido, Idem, pp. 65 y 66. 
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nes xenofóbicas que comportan un serio riesgo para sus vidas. El 
Juez competente deberá decidir el caso, diría Dworkin, consul-
tando las normas que forman parte de la práctica jurídica en la 
cual se desempeña y no, en cambio, consultando su conciencia o 
sus creencias religiosas. Es decir, el juez deberá ser capaz de dis-
tinguir, con el juicio preinterpretativo, entre las normas morales y 
religiosas a las cuales adhiere, y las normas jurídicas que compo-
nen la práctica constitucional de la cual forma parte. Con esto no 
se afirma que las normas morales a las cuales el Juez se sabe o 
cree ligado en conciencia, no desempeñen ningún rol en la deci-
sión final que tomará. Como ya se ha adelantado, Dworkin niega 
explícitamente esto. Pero está claro, también para Dworkin, que 
para poder decidir cuán permeables son las normas jurídicas al 
razonamiento moral, primero hay que ser capaz de distinguir unas 
normas de otras. 
Pues bien, el criterio para distinguir entre normas jurídicas y 
normas morales o religiosas, está dado por lo que Dworkin deno-
mina "el concepto de Derecho" , sobre el cual se asienta el juicio 
"preinterpretativo". Dworkin sostiene que en toda práctica inter-
pretativa, los participantes pueden diferir entre sí, y de hecho lo 
hacen, acerca del sentido último que le adjudican a la práctica de 
la cual participan. Sin embargo, cuanto más alto es el nivel de abs-
tracción en el que se define este objeto o sentido último de la prác-
tica, menos profundas deben ser las divergencias y, viceversa, 
cuanto más concreta y detallada es la definición del objeto, las di-
vergencias pueden ser y de hecho suelen ser mayores. El punto 
más alto de abstracción en que se define el objeto de una práctica, 
y respecto del cual no puede haber divergencias entre los partici-
pantes, es lo que Dworkin denomina "concepto" de la prácticall . 
11. Cfr. Idem, pp. 69-72. Aunque literalmente el término "concepción" es 
más genérico en el idioma español que el término "concepto", aquí hemos pre-
ferido continuar la traducción literal de los términos "conception" y "concept", 
ya extendida entre los lectores de habla hispana, y que ya aparece por ejemplo 
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En lo que al Derecho concierne, Dworkin sostiene que en toda 
discusión acerca del mismo se asume el siguiente concepto del 
Derecho: el Derecho es la regulación del uso de la fuerza públi-
ca sobre individuos o grupoSl2. Sobre la base de este concepto, el 
juez de nuestro caso imaginario tendrá que asegurarse, a través 
del juicio preinterpretativo, que las normas a la luz de las cuales 
decidirá el caso son normas que directa o indirectamente regulan 
el uso de la coacción pública. 
Una vez identificadas, pues, las normas que forman parte de la 
práctica jurídica en la que actúa, el juez deberá preguntarse si di-
chas normas reconocen a los no-ciudadanos el derecho a la vida 
y a su protección estatal. La norma jurídica que el Juez entiende 
más directamente vinculada al caso, es una norma constitucional 
que establece lo siguiente: "Todo los ciudadanos tienen derecho a 
la vida. El Estado implementará las acciones que sean necesarias 
para preservarla contra agresiones ilegítimas". Parece claro que 
para resolver el caso el Juez tendrá que decidir si esta norma con-
creta bajo estudio, que sólo nombra a los ciudadanos como titulares 
del derecho a la vida y a su protección, debe interpretarse literal-
mente o si, en cambio, por aplicación del principio de analogía, 
puede extenderse a los extranjeros. 
En la opción por una u otra de estas alternativas, diría Dwor-
kin, el juez necesariamente tendrá que poner en juego los juicios 
justificativo y de ajuste. Por el juicio justificativo se preguntará 
en la traducción española a la distinción análoga entre el "concepto" y la "con-
cepción" de la justicia, hecha por Rawls en su obra Teoría de la Justicia, GON-
ZALEZ, M.D. (trad.), Fondo de cultura económica, México, 1979, p. 21. Consi-
deramos, por otra parte, que esta opción por una traducción litefal es razonable, 
teniendo en cuenta que los términos en inglés y en castellano tienen en ambos 
casos la misma raíz etimológica y una fonética casi idéntica, por 10 cual inver-
tir la relación y traducir "conception" por "concept" y "concepto" por "concep-
tion" podría generar más confusión para quienes tienen acceso a las dos versio-
nes de las obras en cuestión. -
12. Cfr. Idem, pp. 93. 
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acerca de los fines de la norma interpretada y, más ampliamente, 
por los fines de la práctica constitucional en que se inserta la nor-
ma. Por el juicio de ajuste , aplicará la norma en el caso concreto 
de modo tal que permita acomodar la práctica a los fines con que 
se la ha justificado globalmente. En nuestro caso, el juez tendrá 
que plantearse qué pretende proteger la Constitución cuando pro-
tege derechos tan fundamentales como el derecho a la vida. Si la 
conclusión es que busca proteger la dignidad humana, evidente-
mente el juez encontrará razones para extender la norma analógi-
camente a los extranjeros. Si, en cambio, el Juez concluye que la 
Constitución busca proteger la integridad de una nación, y que 
además busca hacerlo excluyentemente, muy probablemente con-
cluirá que la norma no tiene porqué extenderse analógicamente a 
los extranjeros. 
Uno podría cuestionar a Dworkin en su defensa de la interpre-
tación creativa, y señalar que los intérpretes pueden atender a los 
fines globales de la práctica y de la norma particular de un modo 
puramente descriptivo. En nuestro caso, bien podría señalarse 
que para resolver si la norma en cuestión protegía sólo a los ciu-
dadanos o se extendía también a los extranjeros, alcanzaba con 
averiguar cuáles fueron las motivaciones de los constituyentes al 
sancionarla y que, además , esta indagación podía conducirse con 
datos verificables empíricamente, como la composición ideológi-
ca de la mayoría que la sancionó, las expresiones de motivos de 
la norma en cuestión o los documentos en los que se asientan los 
debates parlamentarios. 
Sin embargo, a poco que se ande por este camino, se compren-
de que la indagación de motivaciones colectivas, multiplica las 
dificultades interpretativas, en lugar de clarificarlas. Sólo por 
nombrar alguna de estas dificultades, ¿tenemos que atender a las 
motivaciones de cada uno de los legisladores cuyo voto dio lugar 
a la sanción de la norma, a las motivaciones de cada uno de los 
grupos políticos que votaron por la norma, o a las motivaciones 
del grupo político mayoritario? Si la motivación relevante es la 
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de cada legislador, es claro que no podremos hablar de un "para 
qué" o fin legislativo genérico. Cada legislador tendrá sus propias 
razones, ideológicas o morales en el mejor de los casos, de con-
veniencia, en el peor. Si la solución apunta a una "motivación 
grupal", ¿qué ocurre cuando no hay un único grupo político con-
formando la mayoría?, ¿y cuando hay un único grupo, qué ocurre 
cuando las motivaciones compatibles con las ideología partidaria 
son múltiples? 
Pero además de las dificultades casi obvias que plantea una es-
trategia interpretativa voluntarista, subjetivista o histórica de de-
cisiones colectivas, 10 cierto es que la opción de adoptar esta es-
trategia interpretativa es en sí misma valorativa y, por tanto, 
creativa. El intérprete no encuentra en el norma la directiva de in-
terpretarla atendiendo a la voluntad histórica del legislador ordi-
nario o constituyente. El intérprete elige este método interpretativo 
y, para elegir este método, necesariamente tiene que preguntarse 
por los fines de la práctica en su conjunto. Pues sólo en atención 
a estos fines se justifica la elección de un método interpretativo u 
otro. 
Asiste bastante razón a Dworkin, por tanto, cuando señala, en 
primer término, que la pregunta tanto por los fines de cada exi-
gencia en particular, como la pregunta por los fines globales de la 
práctica forman parte de cualquier acto interpretativo, en la medi-
da en que son estas preguntas las que justifican la elección del 
método interpretativo 13 • Y, en segundo orden, también asiste ra-
13. Cfr. Idem, pp. 62-65; AMP, pp. 38-57,163-4; Y DWORKIN, R., Freedo-
m's Law. The Moral Reading ofthe American Constitution, Harvard University 
Press, Cambridge, 1996, p. 75 (en lo que sigue esta obra se citará con las siglas 
FL). Dworkin ha esgrimido sus argumentos contrarios a una interpretación vo-
luntarista o subjetiva, especialmente en el plano de la interpretación constitu-
cional en sus discusiones con los "originalistas", que defienden un apego Jo 
más fiel posible a las intenciones de los constituyentes. Incluye en este grupo a 
autores como el Juez Antonin Scalia, en "Originalism: The Lesser Evil", The 
University ofCincinati Law Review, vol. 57 (1980), p. 1175 (cfr. FL, p. 349, 
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zón a Dworkin cuando señala que la respuesta a estas preguntas 
no puede ser puramente descriptiva, pues no se trata de descubrir 
estados psicológicos, sino de descubrir razones que desde el pun-
to de vista del intérprete hacen de la práctica una obra valiosa, 
digna de ser continuada. Se trata de averiguar las razones de la 
práctica "desde el punto de vista del intérprete" por que los moti-
vos psicológicos del resto de los participantes son incognoscibles 
en su conjunto, y porque aunque fueran cognoscibles, serían irre-
ductibles entre sí14 • 
2.2. Los límites de la creación: Los juicios preinterpretativo 
y de encaje 
Ahora bien, ¿son los jueces ilimitados en su poder de justificar 
globalmente una práctica jurídica y de ajustar las exigenCias con-
cretas de acuerdo a esta justificación global? En nuestro caso 
imaginario: ¿podía el juez optar por la interpretación restrictiva o 
por la analógica indistintamente? Dworkin niega explícitamente 
esta discreción irrestricta, y lo hace sujetando la dimensión crea-
tiva de la interpretación a dos juicios: el juicio preinterpretativo, 
y el juicio de encaje15 • 
Ya hemos visto que por el juicio preinterpretativo el juez debía 
asegurarse de que lo que justificaba eran normas que regulan el 
nA), y otros como Robert Bork, en The Tempting of America: The Political Se-
dution ofthe Law, Free Press, 1990 y a John Ely, en Democracy and Distrust: 
A Theory of Judicial Review, Harvard University Press, 1980,43-72 (cfr. AMP, 
p. 34 ss.; FL, pp. 75 Y ss., Y 359, nn. 4 y 6; LE, pp. 369 Y ss.). 
14. Cfr. LE, pp. 62-72. 
15. Dworkin ha negado la discreción irrestricta especialmente contra Hart y 
Raz. Lo ha hecho tanto con argumentos lógicos que se orientan a demostrar las 
contradicciones a las que conduce afirmar la discrecionalidad irrestricta en la in-
terpretación, como con argumentos sustanciales, que presuponen una concepción 
del Derecho como la que aquí se desarrolla. Cfr. respecto de los argumentos ló-
gicos, AMP, pp. 119-134. Con relación a los argumentos sustanciales cfr. Idem, 
pp. 136 Y 137; WS, pp. 130-134;y LE, cap. 7, especialmente, pp. 258-266. 
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uso de la coacción, y no otro tipo de normas. Nuestro Juez no po-
día resolver el caso basándose únicamente en su conciencia o en 
sus creencias religiosas, aún cuando estuviera convencido de que 
estas últimas eran mucho más valiosas y razonables que las nor-
mas jurídicas. Sin embargo, el Juez podía y debía leer las normas 
jurídicas a la luz de sus convicciones morales. ¿Pero podía leer las 
normas jurídicas a la luz de cualquier convicción moral? La res-
puesta es negativa: por el juicio de encaje, que es el que ahora in-
teresa, el juez debía asegurarse de que tanto la justificación global 
de la práctica dada por el juicio justificativo, como el ajuste con-
creto de la norma que propusiera para el caso, se correspondieran 
con una descripción fiel de la concreta práctica jurídica en la cual 
desempeñaba su función. Las consecuencias prácticas de esta exi-
gencia de "encaje" son tan diversas como las prácticas jurídicas 
mismas. Cada práctica, parece obvio, establecerá su propio crite-
rio de encaje, precisamente porque de lo que se trata es de que la 
justificación encaje con las peculiaridades de cada práctica. 
Sin embargo, Dworkin entiende que hay por lo menos una 
consecuencia práctica de este juicio de encaje que es común a 
cualquier democracia constitucional, a saber, la exigencia de "co-
herencia". En una democracia constitucional, dice Dworkin, lajus-
tificación general que se dé del Derecho tendrá que asumir el hecho 
de que el uso público de la coacción no se dispensa de cualquier 
modo, sino que aspira a brindar un trato coherente a los ciudada-
nos, sincrónica y diacrónicamente. Sincrónicamente, se espera que 
las leyes traten de un modo análogo los casos análogos, y que los 
jueces juzguen con prescindencia de quiénes son las partes, lo cual 
es tanto como decir que las respeten por igual. Diacrónicamente, 
los jueces están ligados a otras interpretaciones anteriores de las 
normas y, más precisamente, de los principios que subyacen a las 
reglas declaradas por otros jueces en casos análogos 16. 
16. Cfr. LDS, pp. 153-156; AMP, pp. 158-162; LE, pp. 225-227; FL, pp. 
10-12. 
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Las democracias constitucionales, dice Dworkin, manifiestan 
esta aspiración de coherencia, no tanto en el nivel de las reglas, 
sino en el nivel más abstracto de los principios 17. En especial, 
manifiestan la aspiración a la coherencia, en la aplicación juris-
prudencial de tres principios que informan a todo Derecho 
Constitucional: los principios de equidad, debido proceso y jus-
ticial8 • 
El principio de equidad obliga a que se garantice la mayor re-
presentatividad posible en la toma de decisiones colectivas. El 
principio de debido proceso , obliga a que las decisiones públicas 
que afecten a los ciudadanos sean tomadas y ejecutadas con su-
jeción a reglas de procedimiento preestablecidas y decididas, a 
su vez, en forma equitativa o representativa. De forma que cuan-
do Dworkin dice que en una democracia constitucional se aspira 
a que los jueces apliquen coherentemente los principios de equi-
dad y debido proceso, lo que está diciendo es que una democra-
cia constitucional aspira a encauzar el uso de la fuerza pública a 
través de decisiones representativas que han sido tomadas y eje-
cutadas por medio de procedimientos institucionales definidos 
representativamente. Y aspira, además, a que las interpretaciones 
de estos principios de equidad y debido proceso sean análogas 
en casos análogos 19. Esta exigencia de coherencia en el uso ins-
titucional y representativo de la fuerza explica Dworkin, respon-
de a una voluntad política, a saber, la voluntad de tratarnos como 
iguales20 • Si queremos que se traten análogamente casos análo-
gos, es porque queremos que se trate en forma igual a quienes se 
encuentran en situaciones iguales. 
17 . Cfr. LDS, pp. 153-156; AMP, cap. 2; LE, pp. 206-216, especialmente p. 
211 ; FL, p. 83. 
18. Cfr. LE, p. 225 . 
19. Cfr. LE, pp. 176-184,404-407. 
20. Cfr. LDS, caps . IV y XII, en especial, pp. 153-156; LE, pp. 95-96; 
DWORKIN, R., "The Arduous Virtue of Fidelity: Originalism, Scalia, Tribe and 
Nerve", Fordham Law Review, 65 (1997), p. 1269. 
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Ahora bien, las democracias constitucionales no aspiran a una 
coherencia meramente formal en la dispensa de la fuerza pública: 
toda democracia constitucional aspira a algo más que a instaurar 
procedimientos de decisión pública iguales para todos, institucio-
nalizados y representativos. Junto a esta aspiración formal, y justi-
ficando esta aspiración formal, las democracias constitucionales 
presentan una aspiración de fondo. A saber, la aspiración a tratar a 
todos los ciudadanos no solamente con una misma concepción del 
debido proceso y de la equidad, sino también y fundamentalmente 
con una misma concepción de justicia. Y la justicia, sino se quiere 
regresar al infinito, exige una igualdad más profunda que la cohe-
rencia o el trato igual entre personas. Exige que, antes de ser trata-
das en forma igual a otras personas, las personas sean tratadas 
"igual a sí mismas", esto es, "igual a como se debe tratar a una per-
sona". Exige, en otras palabras, el respeto a su dignidad21 . Lo que 
más propiamente define al Derecho en una práctica constitucional, 
en síntesis, no es tanto el trato "igualmente institucional y represen-
tativo" entre personas distintas, sino el trato "igualmente justo"22. 
21. Cfr. LDS, p. 295; FL, cap. 3, en especial, p. 111; DWORKIN, R., El do-
minio de la vida, una discusión acerca del aborto, la eutanasia, y la libertad 
individual, CARACCIOLO, R. y FERRERES, V. (trads.), ed. Ariel S.A., Barcelona, 
1994, pp. 210-211 (en lo que sigue esta obra se citará con las siglas EDV). 
22: Cfr. AMP, p. 160; LE, pp. 101-104, donde Dworkin trata el problema clá-
sico de la juridicidad del sistema normativo nacionalsocialista de la Alemania 
nazi, y afirma que dicho sistema sólo podría conceptualizarse como "Derecho" 
en el sentido preinterpretativo, esto es, en el sentido de que el Derecho es la "re-
gulación del uso público de la coacción", pero no en el sentido interpretativo, por 
el cual el uso público de la coacción es Derecho únicamente cuando se ajusta a 
la exigencia sustantiva y no meramente formal de "coherencia" aquí descrita. 
Más adelante, Dworkin completa esta idea con la aserción de que la coherencia 
formal, a la cual denomina "integridad", es un ideal independiente de la justicia: 
un Juez puede ser fiel a la integridad o coherencia formal y, al mismo tiempo, in-
justo. Ante la disyuntiva entre uno u otro ideal, explica Dworkin, los jueces pue-
den en ocasiones optar por la justicia y, lo que es más importante, esta opción no 
constituiría un ilegítimo reemplazo de la norma jurídica por la moral: en Idem, p. 
177. Cfr., en el mismo sentido, DWORKIN, R., "The Virtue ( ... )", op. cit., p. 1264. 
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2.3. La coherencia es una opción del intérprete 
Toda práctica jurídica constitucional se puede entender como 
el conjunto de diversas pero análogas aplicaciones y reformula-
ciones concretas de las exigencias de tres principios ~bstractos 
-los principios de justicia, equidad y debido proceso-. Estas apli-
caciones y reformulaciones tienen un fin común, que las justifica 
y explica a todas: tratar a las personas justamente. Tratar a las 
personas con justicia, finalmente, es tratarlas con igualdad: igual-
dad entre sí y, más profundamente, igualdad al trato que merece 
una persona por el solo hecho de ser persona. 
Esto podría resumirse diciendo que, para "el Derecho como 
integridad", el fin más abstracto del Derecho es realizar la justi-
cia. En este contexto -que para Dworkin es el de cualquier demo-
cracia constitucional-, la condición de "encaje" de cualquier in-
terpretación de los principios y reglas que componen una práctica 
constitucional es que asuma a la justicia como fin último del De-
recho, ya la igualdad como una condición esencial de la justicia. 
Una vez aceptado esto, los intérpretes podrán diferir entre sí acer-
ca de qué es la justicia y qué es la igualdad, y el juicio de encaje 
determinará cuál de las interpretaciones es la que ofrece una me-
jor explicación de la práctica jurídica. 
Con esta conclusión pareciera que hemos vuelto al punto don-
de empezamos: se suponía que el juicio de encaje iba a restringir 
la dimensión creativa de la interpretación e iba a proporcionar 
una única respuesta correcta o, al menos, una única dirección co-
rrecta. Pero el juicio de encaje establece en una democracia cons-
titucional, una exigencia moral, a saber, la exigencia de tratar en 
forma igualmente justa a las personas, exigencia que admite tan-
tas interpretaciones como intérpretes. 
Aún así, Dworkin insiste en que si pudiéramos mirar al Dere-
cho con una única mirada, sincrónica y diacrónica, descubriría-
mos que, a pesar de que en su creación Íntervienen distintos actores, 
las diversas y hasta a veces contradictorias reglas son manifesta-
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ciones de una visión única de la justicia. Dworkin utiliza la famo-
sa metáfora del Juez Hércules para explicar esta coherencia in-
trínseca al Derecho. Si un Juez tuviera un poder cognoscitivo se-
mejante en su potencia a la del antiguo Dios Grie_go, podría abarcar 
el Derecho con esa mirada única y descubriría en cada caso, sin 
mayores dificultades, una única solución perfectamente coheren-
te con otras aplicaciones de los tres principios que subyacen al 
Derecho en su totalidad y, en especial, con la visión unitaria de 
justic'ia23 . 
Es cierto, dice Dworkin frente a sus críticos, que ningún juez 
real tiene poderes siquiera semejantes a los de su criatura Divina. 
Pero en todo caso este es un problema del Juez, no del Derecho. 
No hay lagunas irresolubles en el Derecho: lo que hay son jueces 
limitados para encontrar las soluciones. Y las limitaciones de los 
jueces de carne y hueso no sirven de excusa, dice Dworkin, para 
no intentar encontrar la mejor respuesta que, saben, está ínsita en 
los principios que, por oposición a las reglas, son la garantía de la 
objetividad en el Derech024 • 
Ahora bien, dicho esto, también hay que decir que Dworkin es 
consciente de que los jueces no son Hércules y es consciente de la 
crítica evidente en este punto, que puede desglosarse al menos en 
dos preguntas. Primero, ¿cómo es posible afirmar que el conjunto 
de interpretaciones pasadas conforman un todo coherente·que arro-
ja como resultado una única respuesta correcta para todo caso si 
nosotros, hombres de carne y hueso, somos incapaces de conocer 
acabadamente ese todo? Segundo, el mismo Dworkin ha dicho que 
cada intérprete poneen juego una teoría política y moral propia de 
la justicia al momento de interpretar el Derecho, ¿ cómo afirmar en-
tonces que el Derecho es un todo coherente, si se ha ido desarro-
llando al compás de interpretaciones divergentes de la justicia? 
23 . Cfr. LDS, pp. 176-198,AMP, p. 160; LE, pp. 240-258. 
24. Cfr. LDS, pp. 396-411; "Response to Overseas Commentators" ,In ter-
national Journal ofConstitutional Law, 1 (2003), pp. 661-663. 
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La respuesta a ambas preguntas es en realidad única. Cuando 
Dworkin nos dice que todo el Derecho de una práctica constitu-
cional forma un cuerpo coherente de principios, no está hablando 
de un cuerpo que de alguna manera está ahí, esperando ser descu-
bierto por el intérprete. De lo que se trata, más bien, es de una po-
sibilidad interpretativa. El intérprete, luego de comprender que el 
Derecho se justifica en tanto y en cuanto brinde un trato coheren-
te a todos sus participantes, elige leer las normas jurídicas como 
si conformaran un sistema coherente. La coherencia es, en otras 
palabras, una opción del intérprete, de entre otras alternativas po-
sibles de comprender al mundo jurídic025 • 
Pero no sólo la coherencia es una opción del intérprete, sino 
también, y fundamentalmente, la concepción de justicia desde la 
cual se elige mirar al Derecho como una unidad. La unidad que 
presenta el Derecho, ejemplifica Dworkin, es la misma unidad 
que podría predicarse de una novela escrita en cadena por diver-
sos autores. Cada autor se encuentra con un relato elaborado por 
otros múltiples autores, al que tiene que darle continuidad. Y si 
bien hay muchas formas posibles de continuar el relato, induda-
blemente hay formas que encajan mejor con lo anterior y, sobre-
todo, hay formas de continuar que no encajan en absoluto. En 
cualquier caso, para saber qué encaja mejor con lo anterior, y qué 
cosas no encajan, hay que tener alguna idea sobre qué es una bue-
na novela en el género en que se está escribiendo. Hay que tener 
alguna idea sobre lo que es una buena novela policial, o bien so-
bre lo que es una buena novela romántica, según el caso. Del mis-
mo modo, para saber qué interpretación jurídica encaja mejor con 
el conjunto de la práctica jurídica en que se integra esta interpre-
tación particular, hay que tener alguna idea de hacia dónde va la 
práctica en su conjunto: hay que tener alguna idea sobre cuál es el 
fin más abstracto de la práctica. Y esta idea no la brinda tanto un 
25. Cfr. LDS, pp. 246-257; AMP, pp. 135-137; LE, cap. VI, en especial, pp. 
176-178. 
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análisis descriptivo de la práctica misma, cuanto una reflexión 
valorativa. No la brindan tanto los criterios de validez vigentes en 
cada tradición jurídica, cuanto esos mismos criterios de validez 
comprendidos a la luz de la idea de justicia que anima al intérpre-
te26 • 
En síntesis, . Hércules puede encontrar la única respuesta co-
rrecta para cada caso porque "lee" la historia jurisprudencial des-
de una particular concepción de la justicia, a saber, la concepción 
liberaF7. La conclusión cae de maduro: si la concepción liberal de 
la justicia no es capaz de brindar un marco suficiente de objetivi-
dad para encontrar una "única respuesta correcta" en cada caso, 
las restricciones a la discrecionalidad judicial que se espera que 
brinden el "juicio de encaje" y su exigencia de coherencia serán 
vanas. 
En lo que sigue intentaremos verificar hasta qué punto la "lec-
tura moral" de los textos constitucionales desde la concepción li-
beral de la justicia que propone Dworkin, ofrece al intérprete cri-
terios eficaces para decidir objetivamente el contenido de los 
derechos fundamentales en los casos concretos28 • 
3. LA LECTURA MORAL DE LA CONSTITUCIÓN 
La exigencia de coherencia o integridad y, más abstractamen-
te, de justicia, no es exclusiva de la interpretación constitucional, 
26. Cfr. AMP, pp. 137-145; LE, pp. 228-238. 
27. Dworkin mismo ha señalado que si hubiera lagunas irresolubles en el 
Derecho, su existencia obedecería más a la teoría moral desde la cual los jue-
ces "leen" la historia de la práctica constitucional en la cual actúan, que a la 
práctica constitucional misma: cfr. AMP, p. 144. 
28. Dworkin denomina "lectura moral" a la concepción de la interpreta-
ción constitucional que admite la creación jurisprudencial, pero la sujeta al tex-
to, a la práctica y a la historia constitucional, de acuerdo con las directivas de 
su concepción del Derecho, "el Derecho como integridad". Cfr. FL, pp. 10-12. 
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sino de toda interpretación jurídica. Todo juez debería interpretar 
las normas legales y/o jurisprudenciales del área en la cual actúa 
desde una visión única del Derecho, que pueda dar razón no sólo 
de la totalidad de las normas que integran su área o campo de 
competencia, sino también del resto del Derecho. Esto explica 
que, en rigor, sea ilusorio dividir el Derecho entre "casos fáciles" 
y "difíciles", y restringir la creación jurisprudencial únicamente a 
los segundos29 • En toda interpretación, como se explicó más arri-
ba, hay una dosis inevitable de creación. 
Sin embargo, y aún siendo esto cierto, también es verdad que 
el margen de creación es mayor cuando se trata de, interpretar 
cláusulas constitucionales. La razón es simple: el lenguaje en el 
que están redactadas estas cláusulas es deliberadamente abstrac-
to. Y la abstracción deliberada no puede tener otro fin que no sea 
la de delegar en el intérprete la determinación de los conceptos. 
En terminología de Dworkin, las constituciones expresan "con-
ceptos" o "intenciones abstractas", no "concepciones" o "inten-
ciones concretas". Es tarea del juez, con la ayuda de la filosofía 
política, hallar la concepción o intención concreta que realice del 
modo más justo y coherente el concepto jurídico plasmado en el 
text030 • 
Ahora bien, ¿qué es lo que, en particular, tiene que concretizar 
un Juez cuando interpreta cláusulas constitucionales? Es tarea 
propia de los jueces, respondería Dworkin, definir de qué dere-
chos son titulares las personas concretas que se presentan frente 
al estrad03l • Y es tarea de un Juez que interpreta y aplica cláusu-
las constitucionales definir, en particular, qué derecho~ o liberta-
29. Cfr. Sobre la inevitabilidad de la creación jurisprudencial en cualquier 
caso constitucional, DWORKIN , R., "Should".", op. cit., p. 9; "Darwin's New 
Bulldog", Harvard Law Review, V. 111 (1998), pp. 1731-1732; "In Praise of 
Theory", Arizona State Law Joumal, 29 (1997), p. 361; "Reply", Arizona Sta-
te Law Joumal, 29 (1997), p. 447. 
30. Cfr. FL, pp. 7-12; LE, p. 380; LDS, pp. 230-231. 
31. Cfr. LDS, pp. 147-162. 
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des fundamentales reconoce la constitución como dimensiones de 
dos valores nucleares, a saber, la dignidad y la igualdad; qué peso 
tienen estos derechos y cuáles son las razones legítimas para res-
tringirlos, si es que las hay32. Estas definiciones, según 10 anterior, 
pueden ser hechas desde diversas concepciones de la justicia, 
pero en cualquier caso, el juez debe asegurarse de que su determi-
nación ofrece una justificación del concepto interpretado que 
puede aplicarse coherentemente al conjunto total de la práctica y 
la historia constitucional de la que forma parte33 • 
Esta exigencia de ajuste, requiere del juez que interprete -los 
conceptos constitucionales desde el punto de vista de la moral ins-
titucionalizada o, si se quiere, positivizada en la práctica constitu-
cional que se está juzgand034 • Sabemos que Hércules reconocería 
el significado de estos conceptos con una mirada única que le per-
mitiría encontrar, al mismo tiempo, la solución más justa y más 
fiel a la historia del Derecho Constitucional. Sin embargo, como 
también se ha señalado, Dworkin sabe muy bien que los jueces de 
carne y hueso no tienen este poder contemplativo. Propone enton-
ces para ellos el camino inverso en la búsqueda de la solución co-
rrecta. En lugar de ir de afuera hacia adentro, dice Dworkin, tienen 
que ir de adentro hacia fuera. En lugar de mirar a todo el Derecho 
con una mirada única, y luego deducir la solución para el caso 
concreto, los jueces tendrán que ir avanzando desde los casos más 
claros, donde los conceptos de los valores protegidos en los dere-
chos en examen aparecen como indiscutibles y, seguidamente, 
concebir una teoría general que sirva para dilucidar porqué quie-
nes conceptualizan de este modo los valores controvertidos, valo-
32. Cfr. Idem, pp. 285 Y 286, 295. 
33. Cfr. FL, p. 1l. 
34. Cfr. LDS, p. 203 . Aunque en LDS, que es el texto que estamos toman-
do para describir la interpretación de los derechos fundamentales , Dworkin no 
habla todavía de las etapas o momentos del juicio interpretativo , no resulta di-
fícil identificar al "juicio de encaje" en esta exigencia de apego a la moralidad 
institucionalizada. 
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ran también los valores más básicos reconocidos en los derechos 
en su totalidad, a saber, la dignidad y la igualdad35 • 
Esta indagación desde dentro hacia fuera, es mucho menos en-
gorrosa de lo que estas indicaciones sugieren por dos motivos. De 
una parte porque, como señala Dworkin, normalmente el juez 
asume como propia la moralidad institucionalizada y bastaría, por 
tanto, con que consulte su propio criterio moraP6. De otra parte, 
porque Dworkin considera que la moralidad institucionalizada en 
los sistemas jurídicos de occidente, desde la cual los jueces deben 
definir el contenido y la jerarquía de los derechos no es otra que 
la ética política liberaP7. La coherencia o integridad y la conse-
cuente restricción de la discrecionalidad judicial se logran, según 
esto, cuando la historia constitucional se reconstruye desde una 
visión particular de la justicia: la visión liberal. 
En su rol de filósofo político Dworkin ha explicado y justifi-
cado al liberalismo con la misma insistencia y continuidad con 
que ha criticado al positivismo en su rol de filósofo jurídico. Y lo 
ha hecho, fiel a su concepción holística del mundo jurídico-polí-
tico, no solamente en trabajos de filosofía política, sino también 
en las mismas obras en que ha tratado el problema jurídic038 • De 
35. Cfr. Idem. pp. 203-206; "In Praise ofTheory", op. cit., p. 359. 
36. Cfr. LDS, pp. 205-206. 
37. Cfr. ibid., EDV, pp. 210-211,217. 
38. Ciñéndonos a los libros de su autoría, Dworkin ha tratado el problema 
del liberalismo como concepción de la justicia primordialmente en DWORKIN, 
R., Ética privada e igualitarismo político, DOMÉNECH, A. (trad.), Ediciones 
Paidós, Barcelona, 1993 (en lo que sigue esta obra se citará con las siglas EP), 
yen DWORKIN, R., Sovereign Virtue. The Theory and Practice of Equality, Har-
vard University Press, London, 2000 (en lo que sigue esta obra se citará con las 
siglas SV). Junto a estas obras dedicadas casi exclusivamente a la descripción 
y a la justificación de la concepción de la justicia liberal que denomina "la 
igualdad liberal", Dworkin abordó esta temática también en LDS, caps. 6 a 12; 
y AMP, caps. 8 a 11. Aunque ni en LE, FL Y EDV se incluyen capítulos dedica-
dos exclusivamente a la discusión de una concepción liberal de la justicia, en 
los tres casos el liberalismo -yen especial sus prescripciones respecto de los lí-
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entre todas las notas que podrían caracterizar a una concepción 
de la justicia como liberal, Dworkin entiende que la más defini-
toria es la de "igualdad". Una concepción de la justicia liberal le-
gitimará un programa político o una práctica jurídica, dirá Dwor-
kin, únicamente cuando trate a todos los ciudadanos con igual 
consideración y respet039 • Ahora bien, ¿en qué consiste tratar a 
cada ciudadano con consideración y respeto, ya todos con igual 
consideración y respeto? ¿Qué exigencias prácticas -qué reglas, 
si se quiere- constituyen una aplicación fiel de este principio 
abstracto? 
Las formas posibles de concretizar este principio genérico son 
variadas. Pero lo que sin duda exige una concepción liberal de la 
justicia, a juicio de Dworkin, es el reconocimiento del principio 
político de responsabilidad, según el cual el gobierno tiene el po-
der y el deber de animar a los individuos a que reflexiva y libre-
mente decidan cuál es el valor que le conceden a la vida humana 
globalmente considerada; pero no tiene el poder de imponer un 
punto de vista especial acerca de cómo y porqué la vida humana 
es sagrada40 • 
Aunque este principio político de responsabilidad requiera por 
parte del gobierno una cierta neutralidad ética en su actuar, no es 
en sí mismo éticamente neutral, ni pretende serl041 • Presupone, en 
cambio, una determinada concepción acerca del bien ético o de lo 
mÍtes de las obligaciones del individuo frente a la comunidad- constituye el 
prisma desde el cual se analizan la interpretación jurídica en general, la inter-
pretación constitucional, y el derecho a la vida, respectivamente. Cfr. en este 
sentido, LE, pp. 186-195; FL, p. 111; Y EDV, pp. 210-211. 
39. Cfr.SV;p.1. 
40. Cfr. EDV, pp. 198 Y 200, SV; pp. 7, 239-240. 
41. Dworkin se distingue a sí mismo en este punto de John Rawls, quien 
según Dworkin pretende desligar su concepción liberal de la justicia de cual-
quier concepción ética de la vida buena. Cfr. EP, p. 61. Aunque no es el objeto 
de este trabajo, advertimos que, a nuestro juicio, Rawls no tiene esta preten-
sión, como admite explícitamente en RAWLS, J., El liberalismo político, DOMÉ· 
NECH, A. (trad.), Crítica, Barcelona, 1996, pp. 225-226. 
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que hace de una vida, una vida buena. Dworkin denomina a esta 
concepción "liberalismo ético" . En lo que aquí interesa, el libera-
lismo ético prescribe que una vida es buena cuando es vivida con 
"integridad", y una vida es vivida con "integridad" cuando "es 
una vida vivida con la convicción de que, en sus rasgos centrales, 
es una vida apropiada para uno"42. En palabras de Dworkin, "la 
integridad ética convierte en un parámetro del éxito ético la fu-
sión de convicción y vida, y estipula que una vida que no logre 
nunca este tipo de integridad no puede ser críticamente mejor 
para alguien que una vida que lo 10gre"43. 
La unidad entre las diversas interpretaciones de los principios 
que reconocen derechos fundamentales, y en particular de los 
conceptos de dignidad e igualdad, se logra, en esta inteligencia, 
cuando tales principios y conceptos se comprenden como emana-
ciones o concreciones de un único y mismo principio de justicia: 
a saber, el principio según el cual el poder público debe situar en 
un pie de igualdad los proyectos vitales de los ciudadanos con in-
dependencia de cuál sea su contenido, en tanto y en cuanto sean 
asumidos con convicción44 • 
Ahora bien, si la convicción o integridad ética es el único cri-
terio de determinación de libertades o derechos fundamentales, 
tanto el catálogo de derechos, como la extensión de cada derecho 
en particular serían ilimitados , en la medida en que la convicción 
no excluye a priori ningún acto o categoría de actos. A Dworkin 
no se le oculta el riesgo de conflicto inherente a esta vocación ex-
pansiva del principio político de responsabilidad. En Los dere-
chos en serio, que es quizá el trabajo donde Dworkin se ha dete-
nido más extensamente en el problema del contenido y el alcance 
de los derechos, manifiesta la necesidad de recurrir a algún tipo 
de contención en la definición judicial de los ejercicios de la li-
42. EP, p. 146. 
43 . Idem, p. 147. 
44. Cfr. Idem, p. 193. 
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bertad que, proyectados sobre el plano político, pueden ser reco-
nocidos como derechos fundamentales45 • 
Pero Dworkin advierte también que esta contención no puede 
emanar de una orientación inherente a los proyectos vitales per-
sonales, que en el liberalismo ético por definición excluyen una 
teleología ajena a la intencionalidad del agente. Delega entonces 
la enumeración de las libertades o derechos fundamentales en el 
consenso ético imperante en cada sociedad concreta, reservando 
para la filosofía política la demarcación del espectro dentro del 
cual puede actuar este consenso si pretende legitimidad. Introdu-
ce en este sentido su ya clásica distinción entre argumentos de 
principio, orientados a justificar las restricciones a la libertad ne-
cesarias para proteger ejercicios de libertad concurrentes, y argu-
mentos políticos, que justifican las restricciones a la libertad ne-
cesarias para alcanzar objetivos políticos globales. Sobre esta 
base, los derechos fundamentales se comprenden como espacios 
de libertad inmunes a cualquier injerencia del gobierno que no se 
ajuste al siguiente criterio general de restricción de la libertad: 
siempre es legítimo restringir la libertad por argumentos de prin-
cipio, esto es, en orden a proteger libertades individuales de ter-
ceros. Los argumentos políticos, en cambio, son aceptables con 
fuertes condicionamientos46 • 
Dworkin distingue, en esta línea, entre "preferencias persona-
les" y "preferencias externas". Las primeras enuncian preferen-
cias del individuo respecto de bienes u oportunidades que desea 
para sí; las segundas, en cambio, son preferencias del individuo 
con respecto a que determinados bienes u oportunidades le sean 
o no asignados a otras personas. La búsqueda de objetivos polí-
ticos ha de servir de justificación para las restricciones de la li-
45. Cfr. LDS, cap. XII, en especial, pp. 380-388. Ver sobre esto, más exten-
samente, ZAMBRANO, P., La disponibilidad de la propia vida en el liberalismo 
político, Ábaco, 2005, p. 251 ss. 
46. Cfr. LDS, pp. 390-391. 
306 PILAR ZAMBRANO 
bertad únicamente cuando apunte a realizar el mayor número de 
preferencias personales, mas no de preferencias externas. En 
esta misma línea, Dworkin ha dicho que la ética política liberal 
protege las convicciones "en primer persona", no en "tercera 
persona" , de forma tal que una convicción acerca de lo que uno 
quiere para sí que se manifieste indisociable de lo que uno quie-
re para los otros, es una convicción no amparable por el Dere-
ch047 • 
En síntesis, lo que hay que verificar en cada caso es si la única 
justificación plausible para un esquema de regulación de la liber-
tad es la desaprobación de un estilo de vida, y el propósito de 
cambiar éticamente al sujeto actuante o de salvaguardar la ética 
comunitaria. Salvando este supuesto, no hay límites para la pro-
moción de las preferencias personales de la mayoría, incluso si 
éstas suponen la restricción de la libertad de terceros48 • Los dere-
chos fundamentales se entienden en este orden de ideas como co-
tos de libertad frente a ilegítimos embates de mayorías dispuestas 
a hacer valer sus "preferencias externas". De esta suerte la lista de 
libertades básicas que un juez puede entender como comprendi-
das o abarcadas por los conceptos constitucionales que reconocen 
derechos no es taxativa ni estable en la igualdad liberal. Lo esta-
ble y taxativo son, más bien, las razones legítimas e ilegítimas 
para restringir la libertad en general, de cuya aplicación resultará 
una lista particular de derechos fundamentales para las diferentes 
sociedades abocadas a la igualdad liberal. La lista surgirá, en es-
pecial, de la clase de preferencias externas contra las cuales haya 
que resguardar la igualdad de consideración y respeto en el pro-
ceso democrátic049 • 
Una vez definido un espacio de libertad como derecho funda-
mental, las razones para restringir esta zona especialmente prote-
47. Cfr. EP, p. 199. 
48. Cfr. AMP, p. 367; WS, p. 393. 
49. Cfr. LDS, pp. 394-395. 
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gida se acotan todavía más. Dworkin explica, en esta línea, que 
los únicos motivos que desde la igualdad liberal legitiman la res-
tricción de los derechos fundamentales son el resguardo de los 
derechos concurrentes de terceros, o evitar una catástrofe públi-
ca. Dejando por ahora de lado el caso de las catástrofes públicas, 
Dworkin aclara con especial referencia al caso de ejercicios con-
currentes de derechos, que para optar por la restricción de la li-
bertad reconocida en un derecho no basta con que exista riesgo 
para otros derechos "en forma conjetural o marginal", sino que el 
riesgo debe ser "claro y sustancial"50. En segundo lugar, sostiene 
que una vez verificado el riesgo "claro y sustancial" que el ejer-
cicio de un derecho provoca sobre el ejercicio de los derechos de 
un ·tercero, la determinación de la prevalencia de un derecho so-
bre otro debería reflejar el orden jerárquico existente entre am-
bos: 
"Si el gobierno hace la opción adecuada, y protege el derecho 
más importante a costa del que lo es menos, entonces no ha debili-
tado ni desvalorizado la noción de lo que es un derecho; cosa que, 
por el contrario, habría hecho si hubiera dejado de proteger al más 
importante de los dOS"51 . 
4. DIFICULTADES EN LA APLICACIÓN PRÁCTICA DE UNA LECTURA 
MORAL "LIBERAL" DE LA CONSTITUCIÓN 
Aplicando al caso hipotético de los extranjeros la propuesta de 
una lectura moral liberal de la constitución, nuestro juez debíá 
leer los conceptos abstractos de la cláusula constitucional ("todo 
ciudadano tiene derecho a la vida. El Estado implementará las ac-
ciones que sean necesarias para preservarla contra agresiones ile-
50. Cfr. idem, p. 302. 
51. Cfr. idem, p. 288. 
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gítimas") desde la moral institucionalizada en su práctica jurídi-
ca. La moral institucionalizada le daría herramientas conceptua-
les suficientes para decidir, como cuestión inicial, si el término 
"ciudadanos" era extensible o no a los extranjeros; teniendo en 
cuenta las finalidades globales de la práctica. Dado que este juez 
pertenece, en nuestro ejemplo, a la cultura política occidental, la 
moralidad institucionalizada no era otra que el liberalismo ético y 
político, y las finalidades globales que debían darle luz para deci-
dir aquella cuestión inicial eran la protección y garantía de la dig-
nidad e igualdad de "todo ser humano" , entendidas ambas en clave 
liberal. Lo cual, finalmente, se traduce en la obligación judicial 
de verificar que los sujetos concretos que se presentan frente al 
estrado no sean víctimas de la imposición de preferencias exter-
nas, ni pretendan, a su vez, imponer a otros sus propias preferen-
cias externas. 
De forma tal que nuestro juez muy probablemente hubiera 
empezado el razonamiento del siguiente modo: no cualquier 
ejercicio de la libertad se encuentra amparado por los derechos 
fundamentales, por mucha convicción con que se 10 sostenga, 
sino aquellos ejercicios que podrían resultar el blanco de ilegíti-
mas preferencias externas. Lo que había que examinar, por tan-
to, era si las pretensiones de los extranjeros podían comprender-
se como reclamos de un espacio de libertad frent,e a ilegítimas 
preferencias externas, en este caso, de los agresores 52. La res-
puesta aparentemente obvia, a estas alturas es "sí", las agresio-
nes de los nacionales no pueden comprenderse más que como la 
ilegítima pretensión de imponer "preferencias externas". Pero 
esta solución es pasible de, al menos, tres clases de objeciones: 
una objeción conceptual ,. una epistémica y una de coherencia 
moral. 
52. Cfr. LDS, pp. 367-368. 
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4.1. Objeción conceptual a la lectura moral de la constitución 
La objeción conceptual se puede resumir del siguiente modo: 
toda preferencia personal trae aparejada alguna preferencia exter-
na. Aún la preferencia de elegir aquello en lo cual se quiere pen-
sar, que en apariencia carece de trascendencia alguna sobre el 
ejercicio de la libertad ajena, requiere desde condiciones pura-
mente físicas como, por ejemplo, que los terceros no estorben con 
ruidos molestos, hasta condiciones morales, como la obligación 
de quienes tienen el poder y/o el deber de informar de hacerlo con 
veracidad y responsabilidad. No se trata de otra cosa que de la ya 
consabida correlación entre derechos y deberes. Dworkin no es 
del todo ajeno a esta dificultad, y la resuelve del siguiente modo: 
cuando es oscura la determinación del tipo de preferencia que da 
razón de una restricción a la libertad, hay que eliminar mental-
mente las eventuales preferencias externas y verificar si, con esta 
eliminación, aún así se mantienen las razones para restringir las 
libertades individuales53 • 
De esta forma, lo que un juez liberal debía verificar en el caso 
era si las pretensiones de los nacionales de agredir a los extran je-
ros podían o no comprenderse como dimensiones de preferencias 
personales, una vez que se tachaban como ilegítimas motivacio-
nes tales como la desaprobación estética o moral del estilo de 
vida de los extranjeros. Sin embargo, así como no hay preferen-
cias puramente personales, tampoco hay preferencias puramente 
externas. Los nacionales xenófobos de nuestro caso podían argüir 
que sus pretensiones no presuponían ningún desprecio hacia el 
modelo de vida de los extranjeros. Se trataba, simplemente, de las 
condiciones para ejercer sus propias preferencias personales, am-
paradas a su vez en derechos. Su libertad de educación exigía la 
no presencia de extranjeros en los colegios de sus hijos; su liber-
53. Cfr. ibid. 
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tad religiosa exigía lo mismo; su libertad de trabajo se veía injus-
tamente restringida por la intensificación de la competencia, etc. 
La inevitable confluencia de preferencias externas e internas 
determina la insuficiencia de esta distinción como parámetro ex-
clusivo para la evaluación de la validez y/o legitimidad de una 
pretensión jurídica. Está claro que en la medida en que una prefe-
rencia personal no afecte los derechos fundamentales de terceros, 
su restricción deviene ilegítima. Esto está claro para elliberalis-
mo y para cualquier tradición que se precie de respetar el derecho 
fundamental de todo ser humano a gozar de un legítimo espacio 
de libertad para tomar decisiones que forjan su propio destino 
morap4. Lo que no está tan claro es que la "afectación de los de-
rechos de terceros" o de la libertad de terceros, pueda operar 
como criterio único para la demarcación de ese espacio de liber-
tad, cuando no es posible distinguir conceptualmente ningún acto 
humano absolutamente inmanente. Si todo actuar genera exigen-
cias respecto de la conducta de terceros, aunque más no sean exi-
gencias de abstención, la clasificación entre pretensiones legíti-
mas e ilegítimas necesariamente tendrá que incorporar un baremo 
suplementario que permita distinguir, de entre las "preferencias 
externas", cuáles son legítimas y cuáles no. Pero este paso está 
vedado para la igualdad liberal: si las libertades se resumen en la 
libertad fundamental de otorgar sentido a la propia vida desde el 
único y excluyente parámetro de la convicción, cualquier orienta-
ción que se imprima a los derechos fundamentales o libertades 
básicas desde baremos externos al universo axiológico individual 
devendrá injustificada. 
Como es casi obvio a estas alturas, esta dificultad conceptual 
en la propuesta de Dworkin no se detiene en la demarcación de 
qué ejercicios de la libertad son derechos y cuáles no, sino que 
54. efr. FINNIS, J., Aquinas. Moral, Political and Legal Theory, Oxford 
University Press, 1998, cap. VII, sobre la confluencia en este punto de las tra-
diciones iusnaturalista y liberal. 
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continúa, y se agrava, en la definición de qué ejercicio de las li-
bertades reconocidas como derechos debe prevalecer ante una 
concUI:rencia de ejercicios contrapuestos. Suponiendo que la pre-
tensión de los nacionales de excluir a los extranjeros, cuando no 
la de atacarlos, fuera conceptualizada en el caso por el juez como 
una manifestación de un derecho fundamental, debía comparar 
sus derechos con los derechos de los extranjeros y dar prevalen-
cia al más importante. En esta línea, Dworkin ha insistido en que 
en la comparación relativa de los distintos tipos de restricciones 
sobre la libertad, no hay que medir tanto cuánta libertad se res-
tringe en cada caso, sino que valores o intereses están en jueg055 • 
La prevalencia debería otorgarse, pues, al ejercicio de los dere-
chos que mayor relación manifieste con los valores concretos am-
parados por los principios constitucionales en juego y, en última 
instancia, con los valores básicos que sostienen a todos los dere-
chos, a saber, la dignidad y la igualdad56 • 
Ya se vio que los jueces asignan sentido a estos conceptos abs-
tractos desde el liberalismo ético y político que, en una democra-
cia constitucional se identifica, o al menos se debería identificar, 
con la moralidad institucional. Ahora bien, 10 que caracteriza al 
modelo ético liberal es, precisamente, la formalidad o abstracción 
de los valores que articula. Este modelo, en efecto, se abstiene 
deliberadamente de proponer una concepción particular del valor 
de la vida humana y de los restantes valores que la tornan digna 
de ser vivida. Se limita, en cambio, a delegar en las personas con-
cretas la definición de 10 que es una vida valiosa y de 10 que es 
valioso para la vida, exigiendo únicamente que esta definición 
tenga el sello de la convicción. Esta abstracción posee la virtud 
de permitir que, al menos prima Jacie, cualquier proyecto vital 
pueda verse representado en el proyecto comunitario y, por la 
misma razón, pueda recibir un reconocimiento jurídico. Pero la 
55. Cfr. LDS, p. 387. 
56. Cfr. idem, p. 295. 
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virtud es también el defecto: si todos los proyectos de vida son ju-
rídicamente valiosos, no hay criterio para optar por uno u otro en 
las eventuales e inevitables confrontaciones que puedan surgir en 
sus respectivos desarrollos prácticos. Si los valores o intereses no 
tienen un contenido material común que los haga inteligibles des-
de fuera de los proyectos de vida enfrentados, entonces no hay 
modo de establecer comparación alguna entre ellos. Volviendo a 
nuestro ejemplo, a la luz del principio de integridad ética tan va-
liosas eran las convicciones de los extranjeros de que sus vidas 
tenían valor ético y jurídico, como las convicciones de los nacio-
nales de que los extranjeros no estaban incluidos en el proyecto 
comunitario y carecían, por tanto, de derecho alguno a recibir 
protección Estatal. 
Dworkin podría responder que, en el caso que aquí analizamos, 
su modelo era eficaz por dos razones. Primero, la agresión a los 
extranjeros era más costosa para su libertad de independencia que 
la restricción a las libertades de los nacionales. Segundo, y en 
esta misma línea, que una preferencia personal nunca incluye la 
preferencia por eliminar la existencia o la presencia de otro. Pero, 
una vez más, Dworkin podría rebatir con estos argumentos sólo si 
agregara a la convicción un elemento material o sustantivo en la 
determinación de la legitimidad y juridicidad de los intereses. 
En relación con el primer argumento, el "costo" de una restric-
ción sobre la libertad de independencia sólo puede evaluarse desde 
el parámetro de quien ejerce esta libertad: cualquier evaluación 
externa es una impostación si lo que define la libertad de indepen-
dencia es la convicción de quien la ejerce. Desde esta perspectiva, 
comparar costos para las libertades de independencia confronta-
das es tan absurdo como comparar peras con manzanas. En se-
gUndo lugar, y con relación a la ilegitimidad de las preferencias 
que incluyan la eliminación o exclusión de otros, podría acordar-
se que en este supuesto se trataría de una preferencia externa es-
pecialmente costosa: su costo es el de la eliminación total de las 
preferencias personales (y externas) de otro sujeto, y no mera-
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mente su restricción. Esto es cierto, y podría ser quizá un argu-
mento relativamente exitoso para resolver nuestro caso, si no fuera 
por lo siguiente: este razonamiento presupone que las pretensio-
nes enfrentadas corresponden a "personas", jurídicamente ha-
blando. Sin embargo, lo que había que resolver en el caso era, 
precisamente, si los extranjeros eran o no personas desde el pun-
to de vista constitucional: si eran o no titulares de derechos cons-
titucionales, empezando por el derecho a la vida. 
Suponiendo que la historia constitucional de la que formaba 
parte el juez "encajara" tanto con una opción excluyente como 
con una opción incluyente de la personalidad de los extranjeros, 
el juez debía buscar la solución, una vez más, en el liberalismo 
ético. Pues bien, el liberalismo ético dispone, en este sentido, un 
principio que era especiálmente relevante en el caso: el principio 
ético de igualdad. 
Por el principio de igualdad, el liberalismo ético prescribe que 
"es importante, desde un punto de vista objetivo, que las vidas 
humanas sean un éxito y no un desperdicio, y esto es igualmente 
importante, desde este punto de vista objetivo, para cada vida hu-
mana"57. Así leído, este principio llevaría a nuestro juez a la con-
clusión de que el reclamo de los nacionales, en la medida en que 
no parecía compatible con este principio de igualdad, era ilegíti-
mo. Contrario sensu, el reclamo de los extranjeros de obtener 
protección frente a las agresiones de los nacionales, era legítimo 
y jurídicamente válido. 
Sin embargo, el principio ético liberal de igualdad, dice Dwor-
kin, no supone que "los seres humanos sean lo mismo o iguales 
en nada: ni que sean igualmente racionales o buenos, o que las vi-
das que creen sean igualmente valiosas. La igualdad no se refiere 
a una propiedad de la gente sino a la importancia de que sus vidas 
lleguen a ser algo en lugar de ser desperdiciadas"58. El principio 
57. Sv, p. 5. La traducción es nuestra. 
58. ¡bid. 
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ético liberal de igualdad no es un principio ontológico, que pon-
ga en un pie de igualdad a toda vida humana por el solo hecho de 
ser "vida humana", sino un principio moral desarraigado de cual-
quier consideración ontológica acerca de lo que el hombre es. La 
pregunta esencial para nuestro caso, parece claro, es cuál es el al-
cance de este principio: se aplica a toda vida humana, o se aplica 
sólo a algunas. ¿Hay algún parámetro que permita medir externa-
mente qué vidas tienen posibilidad alguna de llegar a "ser algo" y 
cuáles no? 
Las respuestas que ofrece Dworkin a estas preguntas son, res-
pectivamente, "no" y "sí". El principio ético liberal de igualdad 
no es universal: no toda vida humana es igualmente valiosa a 
otra, porque -y aquí hace su aparición el "sí" a la segunda pre-
gunta- no toda vida humana puede llegar a ser "algo"; o bien por-
que algunas vidas son "más algo" que otras. Así, la vida de una 
persona nacida es más valiosa que la de una no-nacida, porque la 
vida de la primera contiene una dosis más fuerte de "inversión 
personal" y la vida de una persona que ha perdido su capacidad 
de desarrollar su "algo" es menos valiosa que la de quien conti-
núa en camino firme hacia su meta59 • Esta interpretación del prin-
cipio ético liberal de igualdad es, a juicio de Dworkin, la más fiel 
a su fundamento, el consenso político occidental. En las demo-
cracias occidentales, diría Dworkin, hay un extendido consenso 
en tomo a una concepción de la justicia liberal, y este consenso se 
explica o justifica en relación con otro consenso, un consenso 
subyacente, que no es tan explícito pero que está igualmente ex-
tendido, el consenso en tomo al principio limitado de igualdad y 
al . liberalismo ético en general. 
De manera tal que el juicio de "ajuste" por el cual cualquier 
Juez debe restringir su discrecionalidad ajustando la interpreta-
ción creativa a las peculiaridades de la práctica de la cual partici-
59. Cfr. EDV, pp. 125 Y 289. Para una crítica a estas ideas cfr. ZAMBRANO, 
P., op. cit., p. 212 Y ss. 
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pa, es en realidad bifronte: es un juicio de ajuste a la historia de la 
práctica, y es un juicio de ajuste al consenso ético que subyace a 
dicha práctica moral. En nuestro caso, esto se traduciría en la 
obligación del juez de optar por una interpretación restrictiva o 
analógica del derecho fundamental a la vida de los "ciudadanos" 
atendiendo al principio ético liberal de igualdad. Y este principio, 
a su vez, debía interpretarse a la luz de las convicciones que con-
forman el consenso ético en que se inserta dicho principio. 
Muy probablemente Dworkin afirmaría sin hesitación alguna 
que el consenso ético liberal incluye a los extranjeros en el prin-
cipio limitado de igualdad; aún cuando, como se vio, también di-
ría que el mismo consenso ético liberal excluye a los sujetos por 
nacer o a quienes han perdido irreversiblemente el uso de sus fa-
cultades mentales y volitivas. Pero lo cierto es que cualquiera de 
estas dos afirmaciones son interpretaciones de los principios éti-
cos liberales tan sujetas a la controversia como las interpretacio-
nes de las cláusulas constitucionales y de los fines globales de la 
práctica en que se insertan. 
4.2. Objeciones epistemológica y política a la lectura moral 
de la constitución 
El recurso al consenso ético y político como fundamento últi-
mo del liberalismo político y ético es el puente hacia las otras dos 
dificultades señaladas a una lectura moral liberal de la constitu-
ción, a saber, la dificultad epistémica y la de coherencia moral. 
Empezando por la primera, Dworkin pretende acotar la discre-
ción judicial en la interpretación de normas constitucionales ajus-
tándola a las peculiaridades de la práctica. Este ajuste exige, en 
una democracia constitucional occidental, leer la práctica desde 
una moralidad o ética "liberal". La moralidad o ética liberal, a su 
vez, exige ser fiel a un consenso muy abstracto y, supuestamente, 
también muy extendido. Pero la fidelidad a este consenso abre 
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nuevamente un sinfín de posibilidades interpretativas no sujetas, 
esta vez, a juicio de ajuste alguno. Abre, es más, un número de 
posibilidades interpretativas mucho más amplio que el que abrían 
las cláusulas constitucionales, por dos razones. 
En primer lugar, porque no se ve cómo pueden identificarse 
las convicciones que componen el consenso ético que actúa como 
marco de la discreción judicial. Dworkin hace un esfuerzo _enco-
miable por distinguir entre distintos tipos de posiciones éticas, y 
cree lograr aislar a las "convicciones" de las meras repeticiones 
automáticas, o prejuicios60 • Sin embargo, aún suponiendo que esto 
fuera posible para casos particulares, queda por demostrar, cosa 
que Dworkin no hace, cómo puede extenderse esta discrimina-
ción entre las convicciones y las demás posiciones éticas al con-
junto de la sociedad. En segundo lugar porque, aún suponiendo 
que este aislamiento de las convicciones consensuadas fuera po-
sible y además comprobable con algún grado de objetividad, to-
davía haría falta darles un sentido o alcance de algún modo único, 
que sirva para objetivar las decisiones judiciales que se apoyan en 
este consenso de convicción. 
En realidad, Dworkin es perfectamente consciente de esta se-
gunda dificultad, y acude a un remedio circular: la unidad del 
consenso que está en la base del liberalismo ético no se "encuen-
tra" ahí fuera, como tampoco se encontraba "ahí fuera" la "cohe-
rencia" interna a las prácticas jurídicas. No se trata de ir realizan-
do encuestas sino de seleccionar, de entre las convicciones que se 
supone son objeto de consenso, aquellas que sirvan para "cons-
truir" una ética internamente coherente, y que sirva de fundamen-
to a los principios políticos liberales, en particular, al principio 
político de responsabilidad y/o tolerancia: 
"[L]a continuidad ( ... ) intenta construir lo que podríamos llamar 
una ética liberal -intuiciones y convicciones acerca del carácter y 
60. Cfr. LDS, pp. 358-365. 
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los fines de la vida humana que parezcan particularmente congenia-
les con los principios políticos liberales,,61. 
Pero entonces hemos vuelto al punto de partida. El juez de 
nuestro caso no podía asignar sentido a los principios constitucio-
nales exclusivamente desde la práctica constitucional. Debía, 
pues, acudir a la ética institucionalizada. La ética institucionali-
zada -la ética liberal- postula la igualdad de algunos seres huma-
nos, no de todos, y postula como fundamento de esta igualdad al 
consenso de convicción. Había, pues, que interpretar este consen-
so de convicción con el fin de estipular si los extranjeros estaban 
o no incluidos en la igualdad liberal. Pero el consenso abre más 
alternativas interpretativas que las que se suponía que tenía que 
cerrar. Para acotar este margen de interpretación, volvemos pues 
al liberalismo político, sobre la base del cual se "construyeron" el 
liberalismo ético y su principio limitado de igualdad, con una fe 
ciega -e injustificada- en que esta construcción fue fiel al con-
senso de convicción. Pero el liberalismo político no dice más que 
lo siguiente: "respetar la dignidad y la igualdad es poner en un pie 
de igualdad los proyectos vitales asumidos con convicción". Una 
vez más, ¿la convicción de quién? ¿de todos, de algunos? Si de 
algunos, ¿de quiénes? Por otra parte, ¿cómo sopesar proyectos 
personales asumidos con convicción pero mutuamente incompa-
tibles? ¿qué convicciones nos guiarán en este contrapeso? 
En síntesis, y recapitulando, si un Juez liberal pretende alguna 
objetividad para sus decisiones, debería ser capaz de "leer" e in-
terpretar objetiva~ente, tanto la clase de preferencias que dan 
origen a las pretensiones jurídicas o legales en juego, como, más 
profundamente, el consenso moral y político que da sentido y al-
cance a los principios de justicia que rigen su actuación. Por lo 
primero, el intérprete debería ser capaz de identificar y clasificar 
las motivaciones psicológicas que impulsan a un sector social a 
61. EP, pp. 63-64. 
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pretender la restricción legal o judicial de las libertades indivi-
duales. Por 10 segundo, debería ser capaz de identificar el grado 
de consenso que sostiene a los principios de justicia liberales, y el 
sentido o alcance que ese mismo consenso les imprime. Pues si 
los principios no valen por una evidencia epistemológica propia, 
ni por su relación con una realidad ontológica previa, su valor, 
sentido y alcance sólo podrá determinarse indagando en las razo-
nes del consenso. No en las razones objetivas, que no existen, 
sino en las razones que cada participante del consenso entiende 
como válidas. 
Tanto la discriminación entre preferencias externas e internas, 
como la definición del alcance y sentido de los principios éticos 
liberales suponen, en síntesis, el mismo esfuerzo de interpreta-
ción psicológica que Dworkin tan brillantemente ha tildado de 
impracticable en su debate con los "originalistas"62. Las mismas 
razones que Dworkin ofrece para rechazar la objetividad y/o fia-
bilidad de los métodos de interpretación que indagan en las inten-
ciones del legislador se aplican; con más razón, a la indagación 
de motivaciones colectivas no plasmadas en documento alguno. 
Cabe, por último, apuntar una aporía que se pone de especial 
manifiesto en el caso imaginario que aquí analizamos y que pue-
de resumirse en la siguiente definición: la ineficacia de la igual-
dad liberal para distinguirse del utilitarismo. En particular, para 
distinguirse del utilitarismo en el carácter innegociable de la per-
sona y sus derechos. 
Ya se ha visto el fundamento moral y político que explica el 
rechazo a la ilegítima imposición de preferencias externas en la 
igualdad liberal: la justicia exige tratar con consideración y res-
peto a todo ser humano y con igual consideración y respeto a los 
hombres entre sí. La igual consideración y respeto se traduce, en 
una ética individual y política liberal, en el tratamiento equitativo 
62. Cfr. las citas de la nota 13. 
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de las convicciones éticas en forma independiente de cuál sea el 
contenido de las mismas. Pero si esto es así, si efectivamente la 
convicción abstractamente considerada es lo que torna digno de 
respeto un modelo de vida o una conducta, entonces poco impor-
ta el motivo por el cual se restringa coactivamente su desarrollo 
práctico: en cualquier caso se estaría afectando la dignidad -y se 
estaría mediatizando a la persona, por tanto- de quien pretenda 
plasmar un modelo de vida asumido con convicción. 
Esta primera formulación de la dificultad de coherencia moral 
es en realidad más teórica que práctica. Es claro que toda deci-
sión política y jurídica necesariamente afecta la libertad indivi-
dual, y es claro también que resulta imposible justificar estas res-
tricciones a la libertad ante cada una de las múltiples y diversas 
concepciones éticas que integran un público pluralista. El proble-
ma del liberalismo ético no es tanto que esta justificación no sea 
posible, cuanto que confunde con ella el respeto a la dignidad de 
la persona. 
La dificultad de coherencia moral es en cambio más práctica 
que teórica cuando se atiende al hecho de que los jueces sólo en-
cuentran legitimidad en sus decisiones cuando son fieles al con-
senso ético mayoritario -que Dworkin denomina "liberalismo éti-
co"- al momento de validar o invalidar pretensiones jurídicas. 
Pues si esto es así, si efectivamente la mayor o menor extensión 
del consenso determina la corrección de las decisiones éticas, po-
líticas y jurídicas, entonces poco habrá hecho el liberalismo para 
resguardar a las personas que esperan de las decisiones jurídicas 
un freno frente a los abusos de las mayorías. 
Dworkin no es ajeno a estas dificultades. Acepta que los em-
bates a la dignidad son inevitables en el modelo liberal y se satis-
face, entonces, con restringir del mayor modo posible estos em-
bates, acotando las razones para legitimarlos: 
"[S]e podría demostrar que si se definiera de esa manera el dere-
cho, entonces no se incrementaría simplemente el coste social, sino 
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que ese incremento sería de una magnitud que trascendería en mu-
cho el coste pagado para conceder el derecho original; una magnitud 
lo bastante grande como para que se justifique cualquier ataque a la 
dignidad o a la igualdad que pudiera. significar"63 . 
Esta suerte de confesión de impotencia frente a una dinámica 
política utilitarista es, una vez más, el resultado de las deficien-
cias del propio modelo ético y político liberal, en especial, de la 
ambiciosa pero costosa e innecesaria pretensión de reducir la dig-
nidad humana a la capacidad de autonormarse éticamente64 • 
5. LAS RAÍCES DE LA DISCRECIÓN IRRESTRICTA 
En la discusión acerca de la objetividad o discrecionalidad 
irrestricta de la interpretación en general, y de la interpretación 
constitucIonal en particular, pueden distinguirse por lo menos dos 
niveles de análisis: uno descriptivo y otro prescriptivo. En el pri-
mer nivel, se intentaría responder a preguntas del tipo ¿qué hacen 
los jueces cuando interpretan y aplican normas jurídicas a casos 
particulares? ¿aplican mecánicamente mandatos preexistentes' o 
re-crean estos mandatos desde un universo axiológico propio? En 
el segundo nivel, se intentaría responder a preguntas tales como 
¿qué deberían hacer los jueces cuando interpretan y aplican nor-
mas jurídicas a casos particulares? ¿ deberían intentar ser lo más 
fiel posible a la voluntad del legislador, suponiendo que esto fue-
ra posible, o deberían aspirar a una justicia concebida desde un 
universo axiológico propio? 
Evidentemente, las respuestas a uno y otro grupo de preguntas 
se condicionan mutuamente. Si efectivamente es posible que los 
63. Idem, pp. 296-297. 
64. Cfr. para un desarrollo más extenso de esta crítica ZAMBRANO, P., op . 
cit., pp. 294 ss. 
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jueces apliquen normas mecánicamente, entonces podrá sugerir-
se que esta posibilidad sea, además, un deber. Si, en cambio, se 
sostiene que la aplicación mecánica es irrealizable, porque toda 
interpretación supone una dosis inevitable de creación, entonces 
no puede mandarse lo imposible a los jueces. Se les podrá pres-
cribir que acoten el margen de creación, pero en ningún caso que 
lo eliminen. Esta interdependencia explica que no pocas descrip-
ciones de la labor judicial supongan un punto de partida prescrip-
tivo. En algunos casos, se describe lo que hace el juez desde una 
mirada ideal de lo que debería hacer para que el mundo jurídico 
se acomode a una concepción política de la justicia, donde la se-
paración absoluta de los poderes es una condición de su legitimi-
dad65 • En otros, las razones de esta confusión entre descripción y 
prescripción es puramente metodológica: se pretende una ciencia 
del Derecho "pura" , no contaminada con valoraciones, y para ello 
deberá afirmarse que es posible identificar al objeto de la ciencia 
"pura" (la norma válida) de un modo avalorativ066 • . 
En la primera parte de este trabajo se han expuesto las razones 
que ofrece Dworkin para optar por una descripción de la labor ju-
dicial como una tarea "creativa". Dworkin no esconde que su des-
cripción encierra alguna dosis de prescripción, pero de todas for-
mas aporta razones de peso, a nuestro juicio, para que la primera 
sea defendible por sí misma, e independientemente de la segunda. 
65. Como señalan Lombardi Vallauri y Norberto Bobbio, entre otrás, la pre-
tensión del positivismo decimonónico, en especial de la escuela de la exégesis, 
de que los jueces aplicaran mecánicamente la ley se vinculaba a una naciente vi-
sión liberal que identificaba la legitimidad política con el gobierno de las ma-
yorías (cfr. LOMBARDI VALLAURI , L. , Corso di Filosofia del Diritto, Padova, 
CEDAM, 1981, pp. 25-31; BOBBIO, N. , El positivismo jurídico, DE ASIS , R. y 
GREPPI, A . (trads.), Debate, Madrid, 1993, p. 55). En sentido parecido, Dworkin 
observa que los "originalistas" norteamericanos asumen en su descripción y 
prescripción de la labor judicial la premisa "contramayoritaria" (cfr. FL, p. 13). 
66. Cfr. en este sentido, SERNA, P., "sobre las respuestas al positivismo ju-
rídico", Persona y Derecho, 37 (1997), p. 296. 
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En efecto, como tan lúcidamente señala Dworkin el Derecho 
es una práctica mediatizada por el lenguaje, y el lenguaje es un 
instrumento simbólico. El lenguaje no es la realidad significada, 
sino el signo de una realidad que, a su vez, no está "dada", no es 
física ni por tanto empíricamente verificable, sino mental: es una 
prescripción humana. Y tanto el lenguaje que simboliza la pres-
cripción, como la prescripción misma, son el producto de una 
obra colectiva, en la cual intervienen diversos actores, cuyos fi-
nes o propósitos creativos sólo pueden coincidir cuando se los 
evalúa en un alto nivel de abstracción. La creación colectiva tan-
to de la prescripción significada, como del lenguaje significante 
explica, a nuestro juicio con mucha solidez, que la práctica que 
denominamos "Derecho" sea esencialmente interpretativa. Y que 
la interpretación en que consiste el Derecho no pueda ser una 
mera repetición de datos preexistentes, sino una reelaboración co-
lectiva continua de una realidad esencialmente dinámica. 
Ahora bien, ¿hayo puede haber una dirección estable para esa 
realidad dinámica que denominamos Derecho? Si no lo hubiera, 
la creación carecería de sentido, como cualquier práctica huma-
na, individual o colectiva. Si no pudiéramos identificar fines o 
propósitos razonables por sí mismos para el Derecho, éste sería 
una práctica irrazonable, como irrazonable es el actuar individual 
que no puede vincularse con fin alguno, o que sólo puede vincu-
larse a fines absurdos. Dworkin no quiere, sin embargo, aceptar 
esta sencilla conclusión: los fines del Derecho también deben ser 
dinámicos, a su juicio, y sobre todo, ajenos a cualquier evalua-
ción ética que prescinda del hecho de que esos fines sean queri-
dos por los participantes de la práctica que denominamos "Dere-
cho". 
Dworkin no niega que quienes participan del Derecho tengan 
fines. No sólo no lo niega, sino que lo destaca una y otra vez al 
señalar al carácter inevitablemente creativo de cualquier interpre-
tación: ya sea de la interpretación de una norma en particular, ya 
sea de la interpretación de lo que el Derecho como práctiéa glo-
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balmente considerada es. En cualquier interpretación, repite 
Dworkin hasta el hartazgo, hay fines que guían el juicio del intér-
prete, y fines que no están propiamente "dentro" de la práctica. 
Lo que Dworkin no acepta es que esos fines, una vez más, puedan 
considerarse éticamente valiosos o disvaliosos desde una mirada 
de alguna forma externa a la práctica. Y esta negación tiene un 
costo alto para su gran obsesión: la obsesión de dotar de razona-
bilidad al Derecho, excluyendo la tan temida "discrecionalidad 
irrestricta" . 
Veámoslo un poco más detenidamente. La garantía de la obje-
tividad o discrecionalidad "restricta" en el Derecho radicaría, más 
que en el Derecho mismo, en la moralidad desde la cual el intér-
prete recrea las exigencias de la práctica jurídica. La primera con-
dición para que esta moralidad garantice objetividad al Derecho 
es que aspire a leerlo como una práctica unitaria, coherente o ín-
tegra. Aunque esto parezca una redundancia, hay mucho mérito 
en Dworkin al señalar que la coherencia no es interna al Derecho, 
sino que es una opción del intérprete. Con esto Dworkin puede 
distinguirse del positivismo decimonónico que creía ciegamente 
en una sistematicidad tan connatural al Derecho como perfecta. 
La sistematicidad o integridad del Derecho no es una cualidad ya 
dada: es un sello que cada intérprete elige estampar en un conjun-
to de preceptos, que tanto pueden vincularse como eslabones de 
una cadena, como dejarse librados unos de otros. Es el intérprete 
el que elige armar o no la cadena. 
Ahora bien, para que la moralidad pueda "armar la cadena" 
debe contar, parece claro, con una lógica o coherencia interna que 
permita encontrar el punto de encaje entre un eslabón y otro. Hay 
dos alternativas en este punto: o bien la lógica es intrínseca a la 
realidad regulada por los preceptos, o bien la lógica es, una vez 
más, una imposición del intérprete. Dworkin, ya se vio, se incli-
na por lo segundo. Es el intérprete de las convicciones (sociales, 
se supone) que coforman el "liberalismo ético" , quien selecciona 
aquellas que mejor encajen con otro orden moral, un poco menos 
324 PILAR ZAMBRANO 
abstracto, pero también construido por el mismo intérprete: elli-
beralismo político. 
El intérprete de la moralidad que asegura una cierta dosis de 
objetividad al Derecho se encuentra, en otras palabras, exacta-
mente en la misma posición en que se encuentra el intérprete del 
Derecho: imprime la coherencia, no se topa con ella. Pero el in-
térprete del Derecho puede elegir la coherencia porque lo com-
prende desde un orden normativo en cierto modo externo al De-
recho, que tiene, a su vez, una unidad o coherencia intrínseca. El 
intérprete del liberalismo ético, en cambio, carece de ese otro uni-
verso normativo coherente. Dworkin tapa esta carencia, como se 
señaló, con un recurso circular: la coherencia o unidad del libera-
lismo ético le viene dada del liberalismo político, y la coherencia 
o unidad del segundo le viene dada del primero. Pero como todo 
recurso circular, éste es ineficaz para lo que se propone. Mal pue-
de la causa buscar en el efecto algo de lo que/ella misma carece. 
Podría responder Dworkin, como de hecho hace, que en reali-
dad, hay una cierta unidad intrínseca en el discurso moral liberal. 
Ronald Dworkin se define a sí mismo como un "objetivista mo-
ral" desde un punto de vista interno. Se puede hablar de objetivi-
dad dentro del sistema de normas morales que conforman el dis-
curso moral del que participamos, dice Dworkin, pues el discurso 
en su conjunto está lógicamente estructurado. Sin embargo, 
Dworkin se define al mismo tiempo como un "escéptico externo" , 
pues no puede asegurar, ni cree que sea necesario hacerlo, que el 
discurso moral en su conjunto tenga alguna relación con una rea-
lidad que, de algún modo, se encuentra "frente" al discurso. 
Pero lo cierto es que si el discurso moral se desarrolla sin nin-
guna referencia aunque más no sea a una realidad tamizada por el 
filtro de nuestros conceptos, la creencia en la objetividad del dis-
curso moral no es más que un acto de fe injustificado. Podemos 
creer o no que nuestro discurso moral se relaciona con una reali-
dad previa. Pero lo que no podemos creer, o al menos no pode-
mós creer justificadamente, es que nuestro discurso moral se or-
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dena internamente en forma automática y necesaria, como la 
mano invisible de Smith ordena el libre mercado, si ese discurso 
moral no se asienta, a su vez, en una realidad intrínsecamente or-
denada. 
En síntesis, Dworkin aspira a una objetividad que se le niega 
recurrentemente. Se le niega en el plano del Derecho y se le nie-
ga en el plano de la ética personal y de la ética o moral política. 
En realidad, bien miradas las cosas, es inevitable que si la objeti-
vidad le rehuye en un plano, también le rehuya en otro, pues para 
Dworkin la ética, la política y el Derecho son planos superpues-
tos. Y la objetividad se le escapa a Dworkin en todos los planos 
donde la busca porque, en rigor, no la busca, por mucho que afir-
me lo contrario. Dworkin ha afirmado que es partidario de una 
epistemología moral objetiva casi con la misma insistencia con 
que ha afirmado que el Derecho ofrece a sus intérpretes una úni-
ca respuesta correcta67 • Sin embargo, a pesar de toda su retórica 
"objetivista", Dworkin no ha logrado más que la sombra de esta 
posición epistemológica. 
Lo que en todo caso requiere ser descifrado es porqué Dwor-
kin se empeña en mantener su postura escéptica externa, si esta 
postura le cuesta la consistencia de su discurso moral, político y 
jurídico. La respuesta es más práctica que teórica. Los beneficios 
de una objetividad "fuerte" son claros para cualquier pensador 
político y moral contemporáneo urgido por la universalización en 
el reconocimiento de unos derechos fundamentales, que son con-
cebidos a modo de vallas contra los eventuales abusos de mayo-
rías formalmente correctas péro sustancialmente injustas. Es cla-
ro que si se pretende brindar a estos derechos una dosis mínima 
de efectividad, su fuente y legitimidad tendrá que desvincularse 
tanto de los poderes políticos constituidos, como de un cambian-
te y oscilante consenso social mayoritario. Pero es claro también 
67. Cfr. AMP, cap. 7; LE, pp. 266-275; "Objectivity and Truth. You'd Bet-
ter Believe It", Philosophy and Public Affairs, 25-2 (1996), 87, passim. 
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que el precio real que hay que pagar por esta efectividad es un 
acto de humildad muy difícil de concretar para una tradición que 
identifica el respeto de la dignidad con el respeto irrestricto de las 
convicciones, a saber, el reconocimiento de una instancia valora-
tiva que trasciende nuestra propia voluntad minoritaria, mayori-
taria e incluso unánime68 • 
Pues bien, Dworkin no está dispuesto a pagar este precio, pero 
no está tampoco dispuesto a dejar el premio. Por ello acoge una 
"objetividad débil" que, desde su punto de vista le permite tomar 
las ventajas de la "objetividad fuerte" y desentenderse de sus cos-
tos. Sin embargo las ventajas que puede conservar son, mal que le 
pese, mucho más 'endebles de lo que aparentemente cree. 
68. Cfr. sobre la independencia del fundamento de la dignidad y los dere-
chos humanos respecto de la voluntad humana, SPAEMANN, R., Lo natural y lo 
racional, INNERARITY, D., y OLMO, J. (trads.), Rialp, Madrid, 1988, pp. 99-102 
